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Art. 14 (+ Artículo 8) • Discriminación • Obligaciones positivas • Vida 
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En el caso Asen Asenov contra Bulgaria, 

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Tercera Sección), reunido 

como Cámara compuesta por: 

 Ioannis Ktistakis, Presidente, 

 Peeter Roosma, 

 Latif Huseynov, 

 Darian Pavli, 

 Diana Kovatcheva, 

 Úna Ní Raifeartaigh, 

 Canólico Mingorance Cairat, Juecesy Milan Blaško, Sección 

Registrador, 

Teniendo en cuenta a: 

la solicitud (nº 38741/19) contra la República de Bulgaria presentada ante 

el Tribunal en virtud del artículo 34 de la Convención para la Protección de 

los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales ("la Convención") 

por un ciudadano búlgaro, el Sr. Asen Martinov Asenov ("el solicitante"), el 

15 de julio de 2019; 

La decisión de (a) notificar al Gobierno búlgaro ("el Gobierno") de las 

quejas en virtud de los artículos 8 y 14 de la Convención que (i) al anular una 

decisión de la Comisión de Protección contra la Discriminación en relación 

con declaraciones que un político había hecho sobre los romaníes en Bulgaria, 

el Tribunal Supremo Administrativo privó la vida privada del solicitante de 

protección frente a discursos hostiles, y que (ii) las razones dadas por ese 

tribunal demostraron un desprecio por la protección de los derechos de las 

minorías; y (b) declarar inadmisible el resto de la solicitud; 

la decisión de llevar a cabo los procedimientos del caso simultáneamente 

a los de Budinova e Isaev contra Bulgaria (n.º 60342/19); 

las observaciones del Gobierno demandado y las observaciones en 

respuesta del solicitante; 

los comentarios del Centro Europeo de Derechos Romaníes, al que se le 

había concedido permiso para intervenir en el procedimiento; 

Tras deliberar en privado el 31 de marzo de 2026, 

Emite la siguiente sentencia, que fue adoptada en esa fecha: 

INTRODUCCIÓN 

1.  El solicitante, activista por los derechos romaníes, presentó una queja 

ante la Comisión de Protección contra la Discriminación por declaraciones 

relativas a romaníes hechas por un político en el Parlamento búlgaro. La 

Comisión aceptó la denuncia, concluyendo que partes del discurso del 

político constituían acoso hacia el solicitante, pero tras una solicitud de 

revisión judicial por parte del político, esa decisión fue anulada por el 

Tribunal Supremo Administrativo. La cuestión principal ante el Tribunal es 

si la forma en que el Tribunal Supremo Administrativo trató el caso estaba en 
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línea con las obligaciones positivas de Bulgaria bajo los artículos 8 y 14 del 

Convenio. 

LOS HECHOS 

2.  El solicitante nació en 1985 y vive en Shumen. Estuvo representado por 

el Sr. A. Kashamov, un abogado que ejercía en Sofía. 

3.  El Gobierno estaba representado por su agente, la Sra. V. Hristova del 

Ministerio de Justicia. 

I. ANTECEDENTES 

A. El solicitante 

4.  El solicitante es de origen étnico romaní. 

B. Señor Valeri Simeonov 

5.  En ese momento, el Sr. Valeri Simeonov era el líder del partido político 

Frente Nacional para la Salvación de Bulgaria, fundado en 2011, al que el 

solicitante describió como nacionalista; El señor Simeonov fue uno de los 

principales fundadores de ese partido. En las elecciones parlamentarias de 

octubre de 2014, el partido se presentó como parte de una coalición llamada 

Frente Patriótico. Diecinueve de los candidatos de la coalición fueron 

elegidos como miembros del Parlamento. El señor Simeonov estuvo entre 

ellos y se convirtió en presidente del grupo parlamentario de la coalición. 

6.  Más tarde, en 2016, el Frente Nacional para la Salvación de Bulgaria 

se alió con otros dos partidos: Ataka1 y el Movimiento Nacional VMRO-

Búlgaro – y formaron una coalición llamada Patriotas Unidos. En las 

elecciones parlamentarias de marzo de 2017, esa coalición obtuvo 27 escaños 

parlamentarios. Entre mayo de 2017 y noviembre de 2018, el señor Simeonov 

fue viceprimer ministro. 

7.  El señor Simeonov también era propietario de SKAT, un canal de 

televisión por cable. Según el solicitante, SKAT era "conocido por expresar 

opiniones radicales que repetidamente se han percibido como extremas e 

impregnadas de intolerancia hacia los grupos minoritarios".2 

 
1 Para más detalles sobre Ataka, véase Karaahmed contra Bulgaria (n.º 30587/13, §§ 7-10, 

24 de febrero de 2015), Budinova y Chaprazov contra Bulgaria (n.º 12567/13, §§ 4-7, 16 de 

febrero de 2021) y Behar y Gutman contra Bulgaria (n.º 29335/13, §§ 4-7, 16 de febrero de 

2021). El señor Simeonov fue uno de sus fundadores en 2005, pero en 2009 abandonó el 

partido. 
2 El líder de Ataka, el Sr. Volen Siderov, también fue presentador de un programa diario 

homónimo emitido por SKAT entre 2003 y 2009 (véase Budinova y Chaprazov, § 5, y Behar 

y Gutman, § 5, ambos citados anteriormente). 
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II. DECLARACIONES DEL SEÑOR SIMEONOV EN CUESTIÓN EN EL 

CASO 

8.  Al inicio de la sesión plenaria del Parlamento búlgaro el 17 de 

diciembre de 2014, antes de que pudiera proceder con su agenda del día, el 

señor Simeonov, hablando desde el estrado, pronunció el siguiente discurso 

en nombre de su grupo parlamentario (véase el párrafo 5 En Fine arriba): 

"En menos de 20 días, la sociedad búlgara ha sido testigo de varios actos criminales 

brutales cometidos por miembros del grupo étnico romaní contra menores, así como 

contra personal médico durante el desempeño de sus funciones oficiales. Los casos han 

atónito y conmocionado al público con su brutalidad, insolencia y sentido de 

impunidad. 

El 5 de diciembre, una estudiante de 12 años con una discapacidad intelectual leve 

fue violada en la escuela del pueblo de [D.], la región de [B.], y el violador era de origen 

romaní, repetiendo en octavo curso en la misma escuela. La niña víctima fue ingresada 

en el hospital multidisciplinar de [B.] con numerosas laceraciones y hemorragias. 

Unos días después, una turba brutal de gitanos del gueto ilegal celebró una 

manifestación no autorizada en el centro del pueblo y exigió la dimisión del alcalde del 

pueblo, [I.A.], por extraño que parezca. 

El 30 de noviembre, en el pueblo de [V.], la región de [B.], la doctora [I.M.], 

trabajadora de emergencia, fue golpeada por gitanos mientras realizaba sus funciones 

en un intento de salvar una vida humana. En esta ocasión, un distinguido ministro 

búlgaro, [P.M.], se levantó contra el cobarde desprecio y la burla hacia el honor de la 

profesión. Naturalmente, fue denunciado por el insolente – os ahorraré los detalles – 

[Movimiento por los Derechos y Libertades].3 Gracias. 

Estos tres casos de cientos similares en los últimos años son otra prueba vergonzosa 

de los procesos destructivos en la sociedad búlgara de los últimos 20 años. Es 

indiscutible que una gran parte del grupo étnico gitano vive al margen de cualquier ley, 

norma y norma humana de conducta. Para ellos, las leyes no se aplican; Los impuestos 

y tasas son conceptos incomprensibles: las facturas de electricidad, agua y seguros 

sociales y de salud han sido reemplazadas por la creencia de que solo tienen derechos, 

pero no deberes ni responsabilidades. Para ellos, el robo y el robo se han convertido en 

un modo de vida, la violación de la ley – una norma de conducta; dar a luz a hijos – un 

negocio rentable a expensas del Estado, cuidar a la siguiente generación; y la educación 

de menores en mendigo, prostitución, robo y tráfico de drogas. 

Los barones gitanos imponen un modelo de existencia radicalmente opuesto a las 

reglas de la sociedad búlgara. Bulgaria se enfrenta al abismo de una crisis étnica. Dos 

mundos opuestos y mutuamente excluyentes se enfrentan en nuestra atormentada patria: 

el mundo de los pobres pensionistas que, sin embargo, pagan sus facturas, que cuelgan 

de sogas caseras atadas al techo por enfermedad y falta de dinero, y el mundo de 

ladrones y violadores brutalizados, borrachos hasta el punto de irreconocimiento tras 

recibir ayudas mensuales por hijos y sociales. 

Todo lo dicho hasta ahora serviría como buen caldo de cultivo para las numerosas 

organizaciones de derechos humanos de origen romaní, Helsinki, sorosoide y 

 
3 Para más detalles sobre ese partido político en Bulgaria, tradicionalmente asociado con las 

minorías turca y musulmana allí, véase Riza y otros contra Bulgaria (n.º 48555/10 y 

48377/10, §§ 8-9, 13 de octubre de 2015). 
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neoliberal, como base para acusaciones de racismo, discriminación étnica y todo tipo 

de crímenes que me imputarían a mí y al Frente Patriótico. Sin embargo, esto sería 

inexacto, falso y precipitado. Porque la verdad es que la sociedad búlgara y el Estado 

se enfrentan a un problema grave que debe superarse de forma decisiva y aplicando 

toda la fuerza de la ley. La ley que dijo el gran Levski4 debería ser la misma para todos, 

independientemente de la etnia. 

La pregunta sigue siendo: ¿cuáles son las razones por las que parte del grupo étnico 

gitano se convirtió en destructor de la condición de estado y de las leyes? ¿Por qué las 

personas que, en tiempos de socialismo hace 25 años, trabajaban, enviaban a sus hijos 

a la escuela y contribuían a la creación del bien público, ahora se han convertido en 

humanoides descarados, arrogantes y brutalizados, exigiendo el derecho a salarios sin 

trabajar, exigiendo prestaciones por enfermedad sin estar enfermos, prestaciones por 

hijos para los niños que juegan con cerdos en la calle y prestaciones por maternidad 

para mujeres con instintos de perras callejeras? ¿Qué llevó a nuestros compatriotas de 

piel oscura a creer que todo les corresponde, que todo les está permitido y que todos 

están obligados a alimentar, vestirles y darles tratamiento médico gratis? La respuesta 

a estas preguntas explicaría las causas profundas y nos mostraría cómo resolver este 

problema tan difícil. Y esta respuesta tiene su proyección política o, como dirían los 

representantes del [Movimiento por los Derechos y las Libertades] 'exactamente', tienen 

su propio vector político. 

Desde hace una segunda década, la sociedad búlgara ha sido sometida a un siniestro 

experimento político, comparable solo al que se implementó en 1917 al inicio del 

levantamiento bolchevique en San Petersburgo. Siguiendo el mismo modelo, [el 

Movimiento por los Derechos y Libertades] ha usurpado el derecho a ser el único 

representante del grupo étnico gitano, prometiéndole representación política y 

privilegios para minorías, sin ninguna obligación. Cumpliendo su objetivo infernal de 

dividir y antagonizar a la sociedad búlgara tras los éxitos logrados entre la población 

turca analfabeta, en 2005 el líder deificado del partido pro-turco [Ahmed Doğan] 

prometió a los gitanos en [S.] que no pagarían la electricidad si votaban por [el 

Movimiento por los Derechos y Libertades]. En 2009, en paralelo a las promesas de no 

pagar el agua y la electricidad, los propagandistas del [Movimiento por los Derechos y 

Libertades] también aplicaron un nuevo método para ganar votos gitanos: la compra 

directa. Las elecciones locales de 2011, las parlamentarias de 2013 y 2014, y las 

europeas de 2014 fueron totalmente manipuladas y condujeron a procesos catastróficos 

de distorsión de los resultados electorales. Paralelamente a la creación de levs búlgaros 

robados de los presupuestos estatales y municipales, [el Movimiento por los Derechos 

y Libertades] propagó un odio histérico hacia la etnia búlgara e inculcó una xenofobia 

primitiva y el autoaislamiento entre las etnias turca y gitana. 

Al mismo tiempo, los líderes de la camarilla político-económica criminal demostraron 

su cercanía con el régimen dictatorial y antipopular de Recep Tayyip Erdoğan, ahora 

presidente y, hasta hace poco, primer ministro de la República de Turquía. El que ahogó 

en sangre las protestas masivas contra el pisoteamiento de la democracia y las libertades 

civiles en Turquía en 2013; el que envió tanques y aviones contra los kurdos que 

luchaban por su libertad; el que es el defensor de las reivindicaciones neootomanas de 

Turquía hacia sus vecinos balcánicos, y el que hace dos días declaró: 'Europa debería 

ocuparse de sus propios asuntos.' Aquí está la raíz del mal, aquí radica la razón del odio 

infundido, en los brutales gritos de 'Muerte a los búlgaros' y los cuchillos, hierros y 

 
4Vasil Levski (1837-73) fue un revolucionario búlgaro que buscó fomentar un levantamiento 

para liberar Bulgaria del dominio otomano y establecer una red de comités regionales 

secretos. Apodado "el Apóstol de la Libertad", es un héroe nacional de Bulgaria. 
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hachas ensangrentados. Aquí residen el miedo, el dolor y las lágrimas de nuestros 

padres e hijos, la humillación, el dolor y la sensación de impotencia de los médicos, 

policías, trabajadores sociales y profesores búlgaros. ¡Aquí, la raíz del mal está en el 

Parlamento búlgaro! Así como en la vil colusión de los partidos búlgaros con la mafia 

criminal [el Movimiento por los Derechos y Libertades], dependiendo de la distribución 

momentánea de las fuerzas. Por lo tanto, Bulgaria no tiene ninguna oportunidad si los 

políticos búlgaros no dejan atrás su miopía política y no truncan sus acuerdos sin 

principios en nombre del poder con la creación más siniestra de la llamada5 transición. 

¡No hay ninguna posibilidad, ninguna posibilidad si no confiamos en el patriotismo, 

la unidad y la rabia para sobrevivir! El Frente Patriótico tomará las medidas legislativas 

necesarias para garantizar la seguridad de los funcionarios del Estado, así como para 

aumentar la responsabilidad penal, incluyendo el encarcelamiento de infractores 

descarados y sus patrocinadores. ¡Viva Bulgaria!" 

9.  En respuesta a las declaraciones hechas por dos miembros del 

Movimiento por los Derechos y las Libertades en respuesta a su discurso, el 

señor Simeonov dijo: 

"En ningún momento de mi discurso hablé de todo el grupo étnico, sino de una parte 

de ese grupo étnico – la que infringe la ley, mata, viola, roba. Siento si el caballero que 

habló antes que yo se considera afiliado a esa parte del grupo étnico. ¡Lo siento! 

Creo que tiene motivos para sentirse ofendido y para considerarse afiliado a esa parte 

del grupo étnico que brutalmente infringe la ley, pisotea a la... dignidad de todos sus 

conciudadanos y compatriotas, porque ... El otro día le vi con mis propios ojos viniendo 

a trabajar... con dos coches Volvo y parando en una plaza de aparcamiento restringida." 

III. PROCEDIMIENTOS BAJO LA LEY DE PROTECCIÓN CONTRA LA 

DISCRIMINACIÓN DE 2003 

A. Ante la Comisión de Protección contra la Discriminación 

1. Desarrollo del proceso 

10.  En enero de 2015, el solicitante presentó una queja sobre partes del 

discurso del Sr. Simeonov ante la Comisión de Protección contra la 

Discriminación conforme al artículo 50 de la Ley de Protección contra la 

Discriminación de 2003 (véase el párrafo 62 abajo). Alegó que habían 

revelado racismo hacia la comunidad romaní, habían menospreciado a todos 

sus miembros y podían avivar el odio hacia los romaníes y provocar 

discriminación contra ellos. En ese sentido, señaló que (a) el discurso había 

sido retransmitido por casi todos los medios nacionales, y que (bEl señor 

Simeonov pronunció el discurso en calidad de miembro del parlamento, lo 

que le permitió llegar a un público más amplio. En opinión del solicitante, el 

señor Simeonov actuó deliberadamente, ya que era consciente de las 

consecuencias de sus declaraciones: que motivarían a un amplio público hacia 

 
5 La transición hacia la democracia y una economía de mercado en Bulgaria es el nombre 

general para los procesos históricos, políticos y económicos en los años posteriores a la caída 

del régimen comunista en 1989. A menudo se le denomina "La Transición" (Преходът). 
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la discriminación por motivos étnicos y el odio étnico. El solicitante añadió 

que, como ciudadano búlgaro de origen étnico romaní, se había sentido 

discriminado e insultado, porque no era una "criatura descarada y arrogante 

ni un humanoide brutalizado que exigía el derecho a salarios sin trabajar, 

exigía prestaciones por enfermedad sin estar enfermo, [o] prestaciones por 

hijos para niños que juegan con cerdos en la calle".  y porque su madre o 

esposa no tenían "los instintos de las perras de la calle" (palabras que aparecen 

en el discurso del señor Simeonov – véase el párrafo8 arriba). 

11.  En su respuesta a la demanda, el señor Simeonov afirmó que nunca 

había tenido contacto personal con el solicitante, ni había infringido o 

solicitado la vulneración de sus derechos por motivos étnicos. Las 

impresiones del solicitante eran subjetivas y se basaban en una interpretación 

distorsionada de su discurso, fuera de su contexto adecuado. Si se observa en 

su totalidad y no en base a los pasajes selectivos reportados en los medios, 

ese discurso claramente no afectaba a toda la comunidad romaní, sino solo a 

ese segmento de ella que violaba las leyes y normas sociales de conducta, no 

cuidaba de sus hijos, abusaba de la asistencia social y cometía delitos. No 

había razón para que el solicitante, que evidentemente no se comportaba de 

esa manera, sintiera alguna asociación con tales personas. Además, no señaló 

ninguna forma específica en que el discurso le hubiera afectado a él o a un 

grupo al que pertenecía. 

12.  La Comisión escuchó el caso en marzo, abril y septiembre de 2016. 

2. La decisión de la Comisión 

(a) La decisión en sí 

13.  El 29 de marzo de 2017, un panel de tres miembros de la Comisión 

concluyó que las siguientes partes del discurso del Sr. Simeonov constituían 

acoso contra el solicitante, en contraposición al apartado 1(1) de las 

disposiciones adicionales de la Ley de Protección contra la Discriminación 

de 2003 (véase el párrafo49 abajo): 

"En menos de 20 días, la sociedad búlgara fue testigo de varios actos criminales 

brutales cometidos por miembros del grupo étnico romaní contra menores, así como 

contra personal médico durante el desempeño de sus funciones oficiales. Los casos han 

atónito y conmocionado al público con su brutalidad, insolencia y sentido de impunidad 

... La pregunta sigue siendo: ¿cuáles son las razones por las que parte del grupo étnico 

gitano se convirtió en destructor de la condición de estado y de las leyes? ¿Por qué la 

gente que... ¿ahora convertidos en humanoides descarados, arrogantes y brutalizados, 

exigiendo el derecho a salarios sin trabajar, exigiendo ayudas por enfermedad sin estar 

enfermos, prestaciones por hijos para niños que juegan con cerdos en la calle y 

prestaciones por maternidad para mujeres con instintos de perras callejeras?" 

14.  La Comisión multó al señor Simeonov con 1.000 levs búlgaros 

(equivalente a 511 euros) y le ordenó abstenerse de tales actos en el futuro 

(véase Resuelto. Nº 119 del 29.03.2017 bajo la pr. Nº 24/2015, CPD). 
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15.  La Comisión señaló primero que, según sus decisiones anteriores, 

informar de hechos que involucraban a miembros individuales de una 

comunidad étnica de manera que estigmatizara o atribuía la culpa a esa 

comunidad en su conjunto mediante la generalización equivalía a 

discriminación. En tales situaciones, la cuestión de si los hechos a los que se 

referían las declaraciones era irrelevante, porque generalizaciones, 

matizaciones e insinuaciones sobre todo un grupo basadas en los actos 

específicos de sus miembros eran en sí mismas discriminatorias. 

16.  La Comisión observó entonces que en su discurso el señor Simeonov 

había optado deliberadamente por la palabra "gitano", que evocaba 

estereotipos negativos y estaba cargada de prejuicios. La vinculación de ese 

grupo étnico con delitos graves avivó el odio hacia el grupo y alimentó los 

estereotipos negativos sobre él; ninguna autoridad policial recopiló ni publicó 

estadísticas sobre la etnia de quienes cometen delitos. Por tanto, no había base 

para las acusaciones contundentes del señor Simeonov, según las cuales solo 

los romaníes atacaron al personal médico de emergencia. Además, los había 

etiquetado como forajidos, vinculando su etnia con la criminalidad sin 

referencia a datos específicos, y así expresó un juicio de valor. Ese tipo de 

estereotipos negativos y la representación agresiva de la comunidad romaní 

en su conjunto habían constituido conductas no deseadas basadas en uno de 

los motivos enumerados en el artículo 4(1) de la Ley de Protección contra la 

Discriminación de 2003: la etnia (véase el párrafo 47 abajo) – y había creado 

un ambiente hostil. Las declaraciones constituyeron así acoso por motivos 

étnicos y, por tanto, discriminación contraria al artículo 5 de la Ley leído en 

conjunto con el apartado 1(1) de las disposiciones adicionales de la Ley 

(véase los párrafos48-49 abajo). 

17.  Era cierto que las declaraciones constituían un ejercicio del derecho 

constitucional de Simeonov a la libertad de expresión. Sin embargo, ese 

derecho no era absoluto y podía ser restringido bajo el artículo 39 § 2 y 57 §2 

de la Constitución (véase los párrafos 42-43 abajo). La situación bajo el 

derecho internacional, en particular el artículo 10 de la Convención, era la 

misma: el derecho a la libertad de expresión no era absoluto, y su ejercicio 

conllevaba deberes y responsabilidades especiales. En particular, no incluía 

la defensa del odio nacional, racial o religioso. El reglamento del parlamento 

también prohibía ese tipo de declaraciones. 

18.  En ese sentido, debe tenerse en cuenta que, según el preámbulo de la 

Constitución, la dignidad humana es un principio fundamental y que está 

específicamente protegida por el Artículo 4 § 2 y el Artículo 32 § 1 de la 

Constitución (véase los párrafos 38, 39 y 41 abajo). También estaba protegida 

por el derecho internacional. La prohibición de la discriminación en el 

Artículo 6 § 2 de la Constitución y el artículo 4(1) de la Ley de Protección 

contra la Discriminación de 2003 (véase los párrafos 40 y 47 abajo) era uno 

de los medios para garantizar su protección. Discriminación en forma de 

acoso contraria al artículo 5 de dicha Ley leído en conjunto con el apartado 
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1(1) de las disposiciones adicionales de la Ley (véase los párrafos 48-49 más 

abajo) se dirigía específicamente a la dignidad humana, por lo que la 

prohibición de tal acoso era una restricción legítima a la libertad de expresión. 

La dignidad humana también podría verse afectada por declaraciones 

despectivas sobre un grupo, en particular un grupo étnico, con el que la 

víctima se identificaba. 

19.  A la luz de todo esto, había que aceptar que el señor Simeonov había 

ejercido su libertad de expresión de una manera que contradecía el principio 

general de protección de la dignidad humana. Por tanto, no podía beneficiarse 

de la protección constitucional de esa libertad. 

20.  Un acto de discriminación era especialmente grave cuando su autor 

era una figura pública encargada de funciones públicas, como el señor 

Simeonov. El lugar donde se hicieron sus declaraciones —el estrado del 

Parlamento— fue un factor agravante adicional, ya que eso llevó a una mayor 

publicidad debido a la emisión directa de las declaraciones en un canal de 

televisión pública y a su cobertura por todos los medios. 

21.  En cambio, la declaración del Sr. Simeonov, que no se dirigía a 

ninguna persona en particular, no constituyó incitación a la discriminación 

según el párrafo 1(5) de las disposiciones adicionales de la Ley de Protección 

contra la Discriminación de 2003 (véase el párrafo 50 abajo). 

(b) La opinión separada 

22.  Una de las miembros del panel redactó una opinión separada en la que 

expresó su desacuerdo con las razones dadas para la decisión. Según ella, las 

declaraciones del señor Simeonov no habían dirigido contra toda la 

comunidad étnica romaní, sino solo contra ese segmento que había 

participado en ataques contra personal médico de emergencia. Añadió que, 

en una sociedad democrática, el derecho a difundir información no solo 

concierne a información que sería recibida favorablemente o con indiferencia, 

sino también a información que podría ofender, conmocionar o perturbar a un 

sector de la población o a un grupo de personas. La sociedad búlgara estaba 

familiarizada con la vívida y colorida manera de expresión del señor 

Simeonov, y con su peculiar elección de palabras en relación con los temas 

sobre los que hablaba. No cabía duda de que muchas de las cosas que había 

dicho podrían haberse expresado en términos más moderados y poco 

controvertidos, especialmente teniendo en cuenta la alta posición 

parlamentaria que ocupaba y la publicidad que atrajeron sus declaraciones. 

Por tanto, fue necesario darle instrucciones sobre el lenguaje que debía 

utilizar. 
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B. Revisión judicial de la decisión de la Comisión 

1. Procedimientos ante el Tribunal Administrativo de Burgas 

(a) Desarrollo del proceso 

23.  El Sr. Simeonov solicitó la revisión judicial de la decisión de la 

Comisión. 

24.  El demandante no presentó aportaciones en respuesta a la reclamación 

del Sr. Simeonov. Por su parte, la Comisión argumentó que estaba mal 

fundamentado. Ni el solicitante ni la Comisión comparecieron ni estuvieron 

representados en las audiencias ante el Tribunal Administrativo de Burgas. 

(b) Sentencia del Tribunal Administrativo de Burgas 

25.  En marzo de 2018, el Tribunal Administrativo de Burgas desestimó la 

reclamación del señor Simeonov (véase Resuelto. Nº 564 del 23.03.2018 bajo 

el mando del almirante d. Nº 1786/2017, BAS). 

26.  El tribunal sostinuó, en particular, que la Comisión había aplicado 

correctamente la Ley de Protección contra la Discriminación de 2003. En su 

discurso, el señor Simeonov utilizó un lenguaje despectivo hacia los 

romaníes. Sus comentarios habían sido insultantes y habían degradado y 

deshumanizado a la comunidad romaní. Como no solo se ocupaban de los 

autores específicos de los delitos, sino también del modo de vida y los hábitos 

comunitarios de la comunidad, habían sido capaces de crear un ambiente 

hostil para todos sus miembros. Había que aceptar que, independientemente 

del propósito de la declaración, constituía discriminación en forma de acoso. 

Para que un acto constituya acoso conforme al párrafo 1(1) de las 

disposiciones adicionales de la Ley (véase el párrafo 49 más adelante), el 

autor no tenía por qué pretender crear un entorno intimidante, hostil, 

degradante, humillante u ofensivo; bastaba con que el acto fuera de tal 

naturaleza que causara ese efecto. 

27.  El tribunal añadió que la Comisión había tenido razón al sostener que 

las declaraciones del Sr. Simeonov no podían beneficiarse de la protección 

constitucional de la libertad de expresión. La multa impuesta por la Comisión 

y las directrices que había dado también habían sido correctas y 

correspondían plenamente a la gravedad del acto del Sr. Simeonov. 

28.  Por último, el tribunal sostuvo que no era necesario tratar la alegación 

del Sr. Simeonov de que sus declaraciones no podían calificarse de incitación 

a la discriminación, ya que la Comisión ya había emitido tal conclusión. 

2. Procedimientos ante el Tribunal Supremo Administrativo 

(a) Desarrollo del proceso 

29.  El señor Simeonov recurrió por cuestiones de derecho. 
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30.  El señor Simeonov argumentó, en particular, que seguía sin estar claro 

cómo se podía acosar o discriminar a otra persona mediante una declaración 

pública sin nombrar a esa persona ni tener contacto alguno con ella. Tampoco 

estaba claro cómo su discurso había afectado realmente al solicitante o a su 

dignidad; ni la queja del solicitante ante la Comisión ni la decisión de la 

Comisión contenían afirmaciones específicas al respecto. Las conclusiones 

de la Comisión y del Tribunal Administrativo de Burgas sobre esos puntos se 

basaron enteramente en las percepciones subjetivas del demandante. Según 

la decisión emitida por la Comisión y el Tribunal Administrativo de Burgas, 

cualquiera podría alegar ser víctima de acoso discriminatorio por cualquier 

declaración que no le gustara. 

31.  El señor Simeonov añadió que los miembros del parlamento no 

estaban obligados a respaldar sus declaraciones con datos oficiales, y que su 

libertad de expresión estaba consagrada en la Constitución, lo que les hacía 

inmunes a la responsabilidad penal por sus declaraciones dentro del 

Parlamento. Las declaraciones que hicieron allí no podían calificarse de acoso 

discriminatorio. Ni la Comisión ni el Tribunal Administrativo de Burgas 

habían explicado adecuadamente cómo podían ser vistos de esa manera. 

32.  Ni el solicitante ni la Comisión presentaron alegaciones en respuesta 

a la apelación. El Tribunal Supremo Administrativo escuchó la apelación en 

octubre de 2018; ni el solicitante ni la Comisión comparecieron ni estuvieron 

representados. 

(b) Sentencia del Tribunal Supremo Administrativo 

33.  En enero de 2019, el Tribunal Supremo Administrativo anuló la 

sentencia del Tribunal Administrativo de Burgas y la decisión de la Comisión 

(véase Resuelto. Nº 636 del 15.01.2019 bajo el almirante d. Nº 7229/2018, 

SAC, V o.). 

34.  El tribunal comenzó señalando que el trato discriminatorio en forma 

de acoso era un tipo separado de discriminación definido en el artículo 5 de 

la Ley de Protección contra la Discriminación de 2003, leído en conjunto con 

el párrafo 1(1) de las disposiciones adicionales de la Ley (véase los 

párrafos48-49 abajo). El análisis de esa definición mostró que ese tipo de 

discriminación consistía en conductas no deseadas relacionadas con una 

característica protegida por el artículo 4(1) de la Ley (véase el párrafo 47 en 

los siguientes) y que tenía la intención de causar o había causado 

consecuencias negativas que consistían en la vulneración de la dignidad y la 

creación de un entorno negativo para el objetivo del acoso, que también debía 

tener una característica protegida. Ese no fue el caso del solicitante. Como se 

evidencia en su queja ante la Comisión (véase el párrafo 10 En Fine arriba), 

no se identificaba con el segmento de la población romaní descrito en las 

declaraciones del Sr. Simeonov. Esas declaraciones no se referían a personas 

concretas, y la Ley de Protección contra la Discriminación de 2003, 

interpretada correctamente, no se refería a tales declaraciones, relacionadas 
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con grupos indefinidos de personas, incluyendo cuando pertenecían a una 

raza, sexo, grupo de interés o a una comunidad religiosa, étnica u otro tipo de 

comunidad social. 

35.  En ese contexto, había que señalar que el Sr. Simeonov no tenía la 

intención de causar consecuencias negativas específicamente para el 

solicitante. Tampoco había vulnerado la dignidad del solicitante ni creado un 

ambiente negativo para él. Interpretado correctamente, el párrafo 1(1) de las 

disposiciones adicionales de la Ley (véase el párrafo 49 a continuación) se 

refería a un entorno específico: un negocio, un lugar de trabajo, una 

institución concreta, universidad, escuela, templo religioso, casa, etc. No se 

había identificado tal entorno respecto al solicitante. El tribunal inferior se 

equivocó al sostener que las declaraciones del Sr. Simeonov habían sido 

capaces de crear un ambiente hostil para todos los de "etnia gitana". 

36.  El tribunal añadió que, al concluir que las declaraciones generales 

sobre conductas reprobables de un grupo étnico podían provocar actitudes 

negativas hacia todos sus miembros, la Comisión había practicado una 

"moralización agresiva". Su conclusión de que los estereotipos negativos 

sobre la comunidad romaní habían creado un ambiente hostil resultaba 

desconcertante. De este modo, la Comisión había enfrentado de manera 

inadmisible a dos grupos étnicos entre sí, prohibiendo a las víctimas de delitos 

informar al público (independientemente de la forma en que se hubiera 

hecho) que habían sido víctimas de delitos a manos de personas de otro grupo 

étnico, religioso u otro grupo social. La conclusión de la Comisión de que el 

señor Simeonov había abusado de su libertad de expresión tampoco pudo ser 

aceptada, ya que no había atacado a nadie en particular ni buscado incitar al 

odio. Eso quedó claro en su discurso; su manera y estilo de expresión no 

habían sido en sí mismos una opinión, sino simplemente la forma en que esa 

opinión se había presentado, que había sido una cuestión de elección 

personal. La libertad de expresión incluía la posibilidad de expresar todo tipo 

de opiniones, independientemente de si eran correctas, benevolentes, 

complacientes, educadas, no racistas, no xenófobas, etc. Sostener lo contrario 

equivaldría a censura, lo cual era inadmisible en un Estado democrático. 

37.  La conclusión de la Comisión de que prohibir la discriminación en 

forma de acoso equivalía a una restricción constitucionalmente permisible de 

la libertad de expresión se basaba en una interpretación inadmisiblemente 

extensa del Artículo 39 § 2 de la Constitución (véase el párrafo 42 abajo). La 

tensión entre la legislación antidiscriminación y las libertades civiles no podía 

resolverse en detrimento de esta última, ya que eso se desviaría de los 

objetivos de esa legislación —garantizar la igualdad ante la ley, la igualdad 

de trato y la protección efectiva contra la discriminación— y convertirla en 

una herramienta para restringir, suprimir y controlar el derecho a expresar la 

propia opinión. 
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MARCO LEGAL RELEVANTE 

I. DERECHO INTERNO BÚLGARO 

A. Disposiciones constitucionales y jurisprudencia bajo dichas 

disposiciones 

38.  La tercera cláusula del preámbulo de la Constitución de 1991 dice: 

"Elevando al rango de principio supremo los derechos del ser humano, [su] dignidad 

y seguridad ..." 

39.  Artículo 4 § 2 de la Constitución establece, entre otras cosas, que 

Bulgaria "garantiza la vida, dignidad y derechos del individuo". 

40.  El artículo 6 § 2 de la Constitución establece la igualdad ante la ley en 

los siguientes términos: 

"Todos los ciudadanos serán iguales ante la ley. No habrá restricciones de derechos o 

privilegios por motivos de raza, nacionalidad, identidad étnica, sexo, origen, religión, 

educación, opiniones, afiliaciones políticas o estatus personal, social o de propiedad." 

41.  Artículo 32 § 1 consagra el derecho a la protección de la vida privada 

y la dignidad de cada uno en los siguientes términos: 

"La vida privada de los ciudadanos será inviolable. Todos tendrán derecho a 

protección contra la interferencia ilícita en su vida privada ... y contra las violaciones 

de su honor, dignidad o buen nombre." 

42.  El artículo 39 § 1 establece que toda persona tiene derecho a expresar 

una opinión y difundirla mediante palabras (ya sean escritas u orales), sonidos 

o imágenes, o de cualquier otra manera. Según el artículo 39 § 2, que ese 

derecho no puede ser "ejercido en perjuicio de los derechos y la reputación 

de otros, ni para incitación a ... enemistad o violencia contra cualquiera". 

43.  Artículo 57 § 2 contiene una cláusula de limitación general bajo cuyos 

términos: 

"No será permisible abusar de derechos ni ejercerlos en detrimento de los derechos o 

intereses legales de otros." 

44.  Según el Artículo 69, los miembros del parlamento no tienen 

responsabilidad penal por las opiniones que han expresado. 

45.  En casos de difamación contra miembros del Parlamento búlgaro, el 

Tribunal de Apelación de Sofía y el Tribunal de la Ciudad de Sofía han 

dictaminado expresamente que la inmunidad conferida por el artículo 69 de 

la Constitución no se extiende a la responsabilidad civil (véase Resuelto. Nº 

189 del 04.02.2013 en el periódico Sofía. d. Nº 2576/2012, CAC, apelación 

sobre cuestiones de derecho no admitidas para examen por OPR. Nº 1124 del 

09.10.2013 en la ciudad de Sofía. d. Nº 4805/2013, SCC, IV c., y Resuelto. 

Nº 8588 del 16.12.2019 en la ciudad de Sofía. d. Nº 16536/2018, Juzgado de 

la Ciudad de Sofía, confirmado en su parte relevante por Resuelto. Nº 10098 
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del 26.01.2021 en el periódico Sofía. d. Nº 584/2020, CAS, apelación sobre 

cuestiones de derecho no admitidas para examen por OPR. Nº 60529 del 

22.06.2021 en la ciudad de Sofía. d. Nº 1424/2021, SCC). Por ello, los 

tribunales búlgaros han admitido reclamaciones por daños y perjuicios por 

declaraciones hechas por miembros del Parlamento búlgaro desde el estrado 

(véase Resuelto. Nº 1614 del 22.03.2011 en la ciudad de Sofía. d. Nº 

12757/2009, Juzgado de la Ciudad de Sofía, confirmado por Resuelto. Nº 

1843 del 22.11.2012 en el periódico Sofía. d. Nº 1710/2012, CAC, apelación 

sobre cuestiones de derecho no admitidas para examen por OPR. Nº 1081 del 

25.09.2013 en la ciudad de Sofía. d. Nº 2120/2013, SCC, IV c. o.). 

B. La Ley de Protección contra la Discriminación de 2003 

46.  La Ley de Protección contra la Discriminación fue promulgada en 

2003 y entró en vigor el 1 de enero de 2004. Según las notas explicativas del 

proyecto de ley gubernamental que condujo a su promulgación (n.º 202-01-

61), se pretendía trasladar a la ley búlgara, entre otras cosas, Directiva del 

Consejo 2000/43/CE de 29 de junio de 2000 que implementa el principio de 

igualdad de trato entre personas independientemente de su origen racial o 

étnico (véase el párrafo 67 abajo). El informe del Comité de Integración 

Europea del Parlamento búlgaro sobre el proyecto de ley, presentado en su 

primera lectura el 10 de julio de 2003, señalaba lo mismo. 

1. Prohibición de la discriminación y el acoso 

(a) Disposiciones legales 

47.  El artículo 4(1) de la Ley prohíbe cualquier discriminación directa o 

indirecta por motivos de sexo, raza, nacionalidad, etnia, genoma humano, 

ciudadanía, origen, religión o creencia, educación, convicciones, afiliación 

política, estatus personal o social, discapacidad, edad, orientación sexual, 

estado civil, estado patrimonial o por cualquier otro motivo establecido por 

ley o por un tratado internacional del que Bulgaria sea parte. 

48.  Según la sección 5, el acoso basado en cualquiera de los motivos 

enumerados en el artículo 4(1) —así como el acoso sexual, o incitación a la 

discriminación, persecución y segregación racial— se considera 

discriminación. 

49.  El apartado 1(1) de las disposiciones adicionales de la Ley define el 

"acoso" como cualquier conducta no deseada motivada por los motivos 

enumerados en el artículo 4(1) —ya sea expresada mediante gestos físicos, 

palabras u otros— que tenga la intención de infringir o resulte en la 

vulneración de la dignidad de las personas implicadas y la creación de una 

situación intimidante, hostil,  un entorno degradante, humillante u ofensivo. 
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50.  El párrafo 1(5) define la "incitación a la discriminación" como el 

estímulo directo y voluntario, instrucciones o presión para practicar (o incitar 

a practicar) la discriminación. 

(b) Jurisprudencia bajo dichas disposiciones 

(i) Sobre la relación entre los conceptos de discriminación directa y acoso 

51.  El Tribunal Supremo Administrativo ha declarado que la 

discriminación directa y el acoso son conceptos relacionados pero no obstante 

distintos: cuando se trata de acoso, cualquier diferencia de trato es irrelevante; 

más bien, el acoso se caracteriza por su objetivo o resultado especial, tal como 

se establece en el apartado 1(1) de las disposiciones adicionales de la Ley 

(véase Resuelto. Nº 8105 del 08.06.2011 bajo el nombre de almirantes d. Nº 

8708/2010, SAC, VII o., confirmado porResuelto. Nº 156 del 05.01.2012 bajo 

el almirante d. Nº 13389/2011, SAC, Petart. S-v). 

(ii) En relación con declaraciones públicas sobre los romaníes como grupo 

(α) Jurisprudencia del Tribunal Supremo Administrativo 

52.  En una sentencia de marzo de 2009, confirmada en apelación en 

diciembre de 2009 (Resuelto. Nº 3019 del 06.03.2009 bajo el almirante d. Nº 

9485/2008, SAC, VII o., confirmado por Resuelto. Nº 14472 de 01.12.2009 

bajo el mando del almirante d. Nº 11158/2009, SAC, Petart. S-v), el Tribunal 

Supremo Administrativo concluyó que las declaraciones de un alcalde en una 

entrevista radiofónica en las que afirmaban que "incluso las vacas en [su 

municipio] causarían menos obstáculos que un barrio gitano" y que "un barrio 

romaní así sería diez veces más peligroso que un vertedero [situado] cerca de 

viviendas" constituían acoso en el sentido de la Ley,  ya que habían vulnerado 

la dignidad de un gran número de personas y creado un ambiente insultante 

basado en la etnia. El hecho de que el alcalde hubiera expresado su opinión 

en relación con un asunto de política pública no podía justificar que 

comparara a un grupo étnico minoritario con "vacas" y un "vertedero". 

Tampoco era una defensa que el alcalde no hubiera pretendido ofender a las 

personas implicadas; bastó con que sus palabras, que habían sido 

ampliamente difundidas en la comunidad romaní, hubieran llevado a ese 

resultado. 

53.  En una sentencia de julio de 2009, confirmada en apelación en febrero 

de 2010 (Resuelto. Nº 9983 del 23.07.2009 bajo el almirante d. Nº 2059/2009, 

SAC, VII o., confirmado por Resuelto. Nº 1476 del 04.02.2010 por el 

almirante d. Nº 14286/2009, SAC, Petart. S-v), el Tribunal Supremo 

Administrativo sostuvo que un programa de televisión que retratara a los 

romaníes como propensos a comportamientos antisociales podía dar lugar a 

estereotipos negativos, y por tanto estaba sujeto a la prohibición prevista por 

el artículo 5 de la Ley (véase el párrafo 48 arriba), dado que no podía 

justificarse por motivos de libertad de expresión. Esto fue especialmente 
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cierto debido a los deberes y responsabilidades especiales de los periodistas 

y al prejuicio generalizado contra los romaníes. 

54.  En una sentencia final de marzo de 2016 (Resuelto. Nº 2445 del 

02.03.2016 bajo el almirante d. Nº 1248/2015, SAC, V o.), el Tribunal 

Supremo Administrativo sostuvo que, al usar un término despectivo para 

gitanos en el nombre que había dado a un archivo informático, un experto 

informático empleado por la administración presidencial había incurrido en 

acoso en el sentido del apartado 1(1) de las disposiciones adicionales de la 

Ley (véase párrafo 49 arriba). 

55.  En una sentencia final de diciembre de 2016 (Resuelto. Nº 13542 del 

12.12.2016 bajo el almirante d. Nº 10756/2015, SAC, V o.), el Tribunal 

Supremo Administrativo sostuvo que los comentarios de usuarios 

virulentamente anti-romaníes publicados bajo un artículo sobre el asesinato 

de tres romaníes publicado en la web de un canal de televisión constituían tal 

acoso. Sostuvo lo mismo en una sentencia final de mayo de 2019 relacionada 

con comentarios de usuarios virulentamente anti-romaníes publicados bajo 

un artículo publicado en la web de un medio de comunicación en línea 

(Resuelto. Nº 7269 del 15.05.2019 bajo el mando del almirante d. Nº 

11803/2017, SAC, V o.). 

56.  En cambio, en una sentencia final de octubre de 2019 sobre 

declaraciones relativas a los romaníes hechas por un alcalde (Resuelto. Nº 

14026 del 21.10.2019 bajo el almirante d. Nº 12163/2018, SAC, V o.), el 

Tribunal Supremo Administrativo adoptó un enfoque similar al que adoptó 

en el presente caso (véase los párrafos34-37 arriba). 

57.  El Tribunal Supremo Administrativo emitió una sentencia similar en 

una sentencia final de octubre de 2020 relacionada con una declaración sobre 

los romaníes hecha por un viceprimer ministro (Resuelto. Nº 13471 del 

29.10.2020 bajo el mando del almirante d. Nº 8595/2020, SAC, V o.). 

58.  En cambio, en una sentencia final de junio de 2021 relativa a las 

mismas declaraciones del Viceprimer Ministro (Resuelto. Nº 6976 del 

09.06.2021 por el almirante d. Nº 11591/2020, SAC, V o.), dado en otro caso, 

el Tribunal Supremo Administrativo sostuvo con referencia a, entre otras 

cosas, la sentencia de este Tribunal en Budinova y Chaprazov contra 

Bulgaria (n.º 12567/13, 16 de febrero de 2021), que el criterio para evaluar si 

una declaración pública constituyó acoso en el sentido del párrafo 1(1) de las 

disposiciones adicionales de la Ley (véase el párrafo 49 arriba) era si la 

declaración podía hacer que una persona razonable y razonablemente 

sensible, situada en las mismas condiciones que el denunciante, se sintiera en 

un entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo, y que el 

contenido preciso de la declaración y la cuestión de si había sido difundida 

por el medio tenían un peso particular en ese sentido. El tribunal continuó 

señalando la relación entre la definición de "acoso" en el párrafo 1(1) y la 

definición del mismo término en el artículo 2 § 3 de la Directiva del Consejo 

2000/43/CE de 29 de junio de 2000 que implementa el principio de igualdad 
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de trato entre las personas independientemente de su origen racial o étnico 

(véase los párrafos 67-68 abajo). Sobre esa base, y al concluir que en su 

declaración el Viceprimer Ministro había atribuido inequívocamente 

conductas delictivas a todos los romaníes en Bulgaria y los había 

estigmatizado, el tribunal consideró que su declaración equivalía a acoso. El 

hecho de que fuera un caso aislado no podía restar importancia a eso. 

Tampoco importaba si el Viceprimer Ministro tenía la intención de acosar a 

individuos concretos de la comunidad romaní. Por último, el tribunal 

determinó que la declaración no constituía un discurso protegido 

constitucionalmente. 

59.  En una sentencia final de junio de 2024 (Resuelto. Nº 8085 del 

28.06.2024 bajo el almirante d. Nº 2122/2024, SAC, V o.), nuevamente dado 

en el caso mencionado en el párrafo anterior – que volvió a los tribunales 

administrativos porque la Comisión para la Protección contra la 

Discriminación no había prestado atención a la sentencia anterior del Tribunal 

Supremo Administrativo – el mismo tribunal coincidió con el tribunal inferior 

en que la declaración del Viceprimer Ministro había sido capaz de constituir 

acoso en el sentido del apartado 1(1) de las disposiciones adicionales de la 

Ley (véase el párrafo 49 arriba) Vis-à-vis el Rom individual que se había 

quejado de ello. 

(β) Jurisprudencia del Tribunal Supremo de Casación 

60.  En agosto de 2012, el Tribunal Supremo de Casación se negó a 

examinar un caso relacionado con declaraciones públicas negativas sobre los 

romaníes que los demandantes habían perdido ante tribunales de niveles 

inferiores (véase OPR. Nº 972 del 08.08.2012 en la ciudad de Sofía. d. Nº 

1672/2011, SCC, IV c., citado en Budinova y Chaprazov, citado arriba, § 17). 

En noviembre de 2021, ese tribunal se negó a examinar un caso relacionado 

con declaraciones públicas negativas sobre personas de origen étnico judío 

que los demandantes también habían perdido ante tribunales de niveles 

inferiores (Ver OP. Nº 1215 del 15.11.2012 en la ciudad de Sofía. d. Nº 

533/2012, SCC, IV c. o., citado en Behar y Gutman contra Bulgaria, n.º 

29335/13, § 22, 16 de febrero de 2021). 

61.  Habiendo, aparentemente por primera vez, examinado un caso así en 

enero de 2019, en una sentencia final de junio de 2019 (Resuelto. Nº 2 del 

19.06.2019 en la ciudad de Sofía. d. Nº 3203/2018, SCC, III c. o.) – la primera 

sentencia que parece haber dictado en procedimientos realizados bajo el 

artículo 71(1) de la Ley (véase el párrafo64 en el caso anterior) – el Tribunal 

Supremo de Casación determinó, en relación con las declaraciones del Sr. 

Simeonov en cuestión en el presente caso y otras similares que había hecho 

en marzo de 2015, que existía acoso en el sentido del apartado 1(1) de las 

disposiciones adicionales de la Ley (véase el párrafo49 arriba), debía haber 

habido tanto "conducta no deseada" (por ejemplo en forma de declaración 

pública) como consecuencias negativas específicas de esa conducta en el 



ASEN ASENOV contra BULGARIA SENTENCIA 

17 

ámbito personal de las personas que se quejaban, como la negativa a 

contratarles o alquilarles alojamiento, o la emisión de amenazas específicas 

contra ellos. Sobre esa base, el tribunal desestimó la demanda, al no encontrar 

pruebas de que las declaraciones del Sr. Simeonov hubieran dirigido a los 

demandantes o que les hubieran afectado específicamente de alguna manera. 

Para más detalles, véase Budinova e Isaev contra Bulgaria (n.º 60342/19, 

§§ 41-42, 12 de mayo de 2026). 

2. Remedios para las infracciones de la Ley 

(a) Procedimientos ante la Comisión de Protección contra la Discriminación y 

reclamaciones posteriores por daños y perjuicios 

62.  La autoridad principal responsable de garantizar el cumplimiento de 

la Ley es la Comisión de Protección contra la Discriminación (sección 40). 

Puede actuar por iniciativa propia, o en respuesta a quejas de las partes 

perjudicadas o a informes de personas o autoridades implicadas (sección 50). 

Si la Comisión determina que ha habido una infracción de la Ley, puede 

ordenar que se evite o detenga dicha infracción, o que la Statu quo ante se 

restaure (artículo 47(2)). También puede imponer sanciones (como multas), 

ordenar medidas coercitivas o dar directrices vinculantes (artículos 47(3) y 

(4)). Sus decisiones son susceptibles de revisión judicial (artículo 68(1) y 

artículo 84(2)). 

63.  Las personas que hayan obtenido una decisión favorable dictada por 

la Comisión y que deseen obtener una indemnización por los daños sufridos 

como resultado de la infracción establecida por esta pueden presentar una 

reclamación contra las personas o autoridades que hayan causado ese daño en 

los tribunales civiles (artículo 74(1)). 

(b) Procedimientos ante los tribunales civiles 

64.  Quienes se quejan de discriminación pueden, alternativamente, 

presentar una demanda en un tribunal civil solicitando (a) una declaración 

judicial de que ha habido una violación de la Ley; (b) una orden judicial 

contra la parte que comete tal discriminación que le obligue a cesar el 

incumplimiento, para restablecer el Statu quo ante y abstenerse de cometer 

tal infracción en el futuro; y (c) daños y perjuicios (artículos 71(1)(1) a 

(1)(3)). 

65.  Dicha reclamación también puede ser presentada en nombre de la 

persona agraviada por una organización no gubernamental (artículo 71(2)). 

Si la supuesta discriminación ha afectado a muchas personas, la organización 

no gubernamental puede incluso presentar la reclamación en su propio 

nombre, en cuyo caso los directamente afectados pueden unirse al proceso 

como terceros (artículo 71(3)). 
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(c) Posibilidad de elegir entre procedimientos ante la Comisión y procedimientos 

en los tribunales civiles 

66.  En una decisión interpretativa dictada en enero de 2019 

(Interpretación. Ayuno. Nº 1 del 16.01.2019 bajo Interpretación. d. Nº 

1/2016, el Tribunal Supremo de Casación, el Tribunal General 

Administrativo, el Tribunal Supremo Administrativo, la Asamblea General, 

la Asamblea General de los Distritos I y II.), una formación conjunta de la 

sesión plenaria de las cámaras civiles del Tribunal Supremo de Casación y de 

todos los jueces del Tribunal Supremo Administrativo sostienen, entre otras 

cosas, que las dos posibles vías de reparación bajo la Ley – presentar una 

reclamación en virtud del artículo 71(1) en los tribunales civiles y presentar 

una queja ante la Comisión – eran alternativas entre las que las partes 

implicadas tenían derecho a elegir libremente. 

II. DERECHO DE LA UNIÓN EUROPEA 

67.  El artículo 2 de la Directiva del Consejo 2000/43/CE de 29 de junio 

de 2000, que implementa el principio de igualdad de trato entre personas 

independientemente de su origen racial o étnico (OJ 2000 L 180, p. 22), trata 

y define el concepto de discriminación. 

68.  El tercer párrafo del Artículo 2 define el "acoso" de la siguiente 

manera: 

"El acoso se considerará discriminación ... cuando ocurre una conducta no deseada 

relacionada con su origen racial o étnico con el propósito o efecto de violar la dignidad 

de una persona y de crear un entorno intimidante, hostil, degradante, humillante u 

ofensivo. En este contexto, el concepto de acoso puede definirse de acuerdo con las 

leyes nacionales y la práctica de los Estados miembros." 

69.  Según el cuarto párrafo del Artículo 2, "[a]n instrucción para 

discriminar a personas por motivos de origen racial o étnico se considerará 

discriminación ...". 

LA LEY 

I. PRESUNTA VIOLACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 8 Y 14 DE LA 

CONVENCIÓN 

70.  El solicitante se quejó de que, al anular la decisión de la Comisión de 

Protección contra la Discriminación respecto a las declaraciones en cuestión 

en el caso, el Tribunal Supremo Administrativo había privado su vida privada 

de protección frente a discursos hostiles, y que las razones dadas por ese 

tribunal demostraban un desprecio por la protección de los derechos de las 

minorías. Se basó en los artículos 8 y 14 de la Convención. 
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71.  Estas disposiciones se leen, en la medida en que sean relevantes, las 

siguientes: 

Artículo 8 (derecho al respeto de la vida privada y familiar) 

"1. Todo el mundo tiene derecho al respeto por su vida privada ... la vida..." 

Artículo 14 (prohibición de la discriminación) 

"El disfrute de los derechos y libertades establecidos en [la] Convención se 

garantizará sin discriminación por ningún motivo como sexo, raza, color, idioma, 

religión, opinión política u otra, origen nacional o social, asociación con una minoría 

nacional, propiedad, nacimiento u otro estatus." 

A. Admisibilidad 

1. Estado de víctima 

(a) Las alegaciones de las partes 

72.  El Gobierno argumentó que el solicitante no podía alegar ser víctima 

de una infracción, ya que no había demostrado que hubiera sido afectado 

directa o indirectamente por las declaraciones del Sr. Simeonov. 

73.  El solicitante alegó que la sentencia del Tribunal Supremo 

Administrativo le había afectado directamente. Por tanto, podría alegar ser 

víctima de una infracción. 

(b) La valoración del Tribunal 

74.  La queja del demandante no se refiere a las declaraciones del Sr. 

Simeonov como tales. De hecho, no existe ninguna base para determinar que 

sean atribuibles al Estado búlgaro, y cualquier queja sobre las propias 

declaraciones sería incompatible ratione personae con las disposiciones de la 

Convención (véase Budinova y Chaprazov contra Bulgaria, n.º 12567/13, § 

41, 16 de febrero de 2021, y Behar y Gutman contra Bulgaria, n.º 29335/13, 

§ 46, 16 de febrero de 2021, así como, mutatis mutandis, en relación 

específicamente con los actos de los miembros del parlamento, Iglesia de la 

Cienciología Deutschland e.V. contra Alemania, nº 34614/97, decisión de la 

Comisión del 7 de abril de 1997, Decisiones e Informes 89-B, p. 163, p. 171). 

La demanda se refiere únicamente a la negativa final de los tribunales 

búlgaros a conceder reparación al solicitante respecto a dichas declaraciones. 

No cabe duda de que se vio afectado personal y directamente por la sentencia 

que desestimó su queja en relación con las declaraciones. Si las declaraciones 

y la reacción del Tribunal Supremo Administrativo a ellas afectaron sus 

derechos bajo los artículos 8 y 14 es una cuestión que afecta a la 

compatibilidad de su queja con las disposiciones del Convenio ratione 

materiae más que su estatus de presunta víctima en ese sentido (véase 
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Budinova y Chaprazov, § 41, y Behar y Gutman, § 46, ambos citados 

anteriormente). 

75.  Por tanto, la objeción del Gobierno debe ser desestimada. 

2. Aplicabilidad de los artículos 8 y 14 de la Convención 

(a) Las alegaciones de las partes y del tercero interveniente 

76.  El Gobierno argumentó que las declaraciones en cuestión habían sido 

un hecho aislado, motivado por actos criminales reales y ampliamente 

difundidos. Habían constituido un discurso político, destinado principalmente 

a enfrentarse a los oponentes políticos del señor Simeonov. No constituyeron 

una campaña vehemente anti-romaní, sino que la intención era que, como se 

evidencia en sus términos y en las explicaciones del señor Simeonov en los 

procedimientos posteriores, expuso los problemas sociales en parte de la 

comunidad romaní en lugar de estigmatizar a todos los romaníes. Además, 

las declaraciones no habían tenido un impacto significativo en el entorno 

social del solicitante; no había citado tales efectos. El demandante basó su 

argumento en el efecto de las declaraciones en la percepción pública general 

de la comunidad romaní en Bulgaria, pero no logró demostrar que las 

declaraciones hubieran sido capaces de tener un impacto suficiente en esa 

comunidad ni en su propio sentimiento de autoestima y autoconfianza. Por 

tanto, no se había alcanzado el umbral requerido, y la "vida privada" del 

solicitante no se había visto afectada. Por tanto, los hechos del caso quedaban 

fuera del ámbito del Artículo 8, y por tanto el Artículo 14 tampoco se 

aplicaba. 

77.  El solicitante señaló que, según varios informes, los romaníes eran el 

principal objetivo del discurso de odio en Bulgaria. También existía un fuerte 

prejuicio público contra ellos. Las declaraciones del señor Simeonov se 

habían basado en ese prejuicio. Había transmitido agresivamente estereotipos 

negativos sobre los romaníes, usando insultos que no servían para nada más 

que herir, humillar, ofender, incitar a la hostilidad y alienar a un grupo que 

había pintado como marginal, peligroso e inútil. Llamar a ese grupo 

"humanoides" no podía dar lugar a la discusión de ningún problema, y mucho 

menos a una propuesta para resolver uno; solo podría agravar las divisiones 

sociales basadas en prejuicios. El señor Simeonov, que era un líder político, 

había utilizado su declaración, hecha desde el estrado del Parlamento, para 

aumentar su electorado y adquirir más poder. Los incidentes criminales que 

había citado arbitrariamente tenían la intención únicamente de transmitir una 

generalización manipuladora sobre la mente criminal de todo un grupo étnico 

en lugar de proporcionar un contexto adecuado. El único contexto de sus 

declaraciones había sido el creciente poder del prejuicio étnico y su 

explotación política por parte de partidos que se presentaban como patriotas. 

78.  El tercero que intervinió, el Centro Europeo de Derechos Romaníes, 

llamó la atención sobre la omnipresencia de la discriminación contra los 
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romaníes en Europa en general y en Bulgaria en particular, su posición social 

desfavorecida y el uso generalizado de retórica racista contra ellos, en 

particular por parte de políticos, que describió como "antigitano". Citó varios 

ejemplos de este tipo de conductas por parte de políticos búlgaros y instó al 

Tribunal a empezar a usar ese término en su jurisprudencia. El tercero 

intervino se refirió extensamente al Plan de Acción de Rabat de 2012 sobre 

la prohibición de la defensa del odio nacional, racial o religioso que 

constituya incitación a la discriminación, hostilidad o violencia 

(A/HRC/22/17/Add.4) y a la jurisprudencia del Tribunal en relación con 

dichas cuestiones. En su opinión, la prevalencia del antigitano en Europa 

implicaba que el Tribunal debía aceptar que los romaníes individuales debían 

poder presentar recursos legales contra el discurso de odio dirigido contra la 

comunidad en su conjunto. 

(b) La valoración del Tribunal 

(i) Principios generales 

79.  Para ser vistos como capaces de influir en el sentido de identidad de 

un grupo étnico o social y en los sentimientos de autoestima y autoconfianza 

de sus miembros hasta el punto de afectar su "vida privada" y, por tanto, 

desencadenar la aplicación del Artículo 8 en relación con ellos, el estereotipo 

negativo del grupo debe alcanzar cierto nivel. Si ese nivel solo se ha 

alcanzado puede decidirse en función de todas las circunstancias del caso 

(véase Budinova y Chaprazov, § 61, y Behar y Gutman, § 65, ambos citados 

anteriormente). 

80.  Los factores relevantes incluyen, pero no se limitan necesariamente a: 

(a) las características del grupo (por ejemplo, su tamaño, su grado de 

homogeneidad, su vulnerabilidad particular o historial de estigmatización, y 

su posición Vis-à-vis sociedad en su conjunto); 

(b) el contenido preciso de las afirmaciones negativas sobre el grupo (por 

ejemplo, el grado en que podían transmitir un estereotipo negativo sobre el 

grupo en su conjunto, y el contenido específico de ese estereotipo); y 

(c) la forma y el contexto de las declaraciones, su alcance (que puede 

depender de dónde y cómo se hayan hecho), la posición y el estatus de su 

autor, y hasta qué punto podrían considerarse que afectaron a un aspecto 

central de la identidad y dignidad del grupo (véase Budinova y Chaprazov, § 

63, y Behar y Gutman, § 67, ambos citados anteriormente). 

81.  No se puede decir que uno de esos factores tenga invariablemente 

prioridad; es la interacción de todos ellos lo que conduce a la conclusión 

última sobre si el Artículo 8 se aplica. El contexto general de cada caso —en 

particular el clima social y político prevaleciente en el momento en que se 

hicieron las declaraciones— también puede ser una consideración importante 

(véase Budinova y Chaprazov, § 63, y Behar y Gutman, § 67, ambos citados 

anteriormente). 
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82.  Esos principios se reiteraron recientemente en Nepomnyashchiy y 

otros contra Rusia (n.º 39954/09 y 3465/17, § 58, 30 de mayo de 2023) y 

Yevstifeyev y otros contra Rusia (n.º 226/18 y otros 2, § 52, 3 de diciembre 

de 2024). También se aclaró que las percepciones subjetivas del solicitante 

sobre los puntos anteriores no son decisivas (véase Yevstifeyev y otros, citado 

arriba, § 58). 

(ii) Aplicación de esos principios 

(α) Características del grupo 

83.  Como lo demuestra el contenido del discurso del señor Simeonov 

(véase los párrafos8-9 arriba), el grupo objetivo por ella eran miembros de la 

comunidad romaní en Bulgaria. El Tribunal ha reconocido durante mucho 

tiempo la posición desfavorecida y vulnerable de los romaníes y la necesidad 

de su protección especial, y ha enfatizado específicamente la necesidad de 

combatir sus estereotipos negativos (véase Budinova y Chaprazov, citado 

arriba, § 64, con referencias adicionales, y, más recientemente, Paketova y 

otros contra Bulgaria, núms. 17808/19 y 36972/19, § 161, 4 de octubre de 

2022). 

(β) Contenido de las declaraciones 

84.  El señor Simeonov comenzó su discurso con referencias escandalosas 

a tres crímenes violentos recientes: la violación de un niño discapacitado, una 

agresión a un médico de urgencias y un motín de "gitanos", que sirvieron 

como gancho emotivo. De esas partes, saltó a una afirmación contundente de 

que "una gran parte del grupo étnico gitano" habitualmente cometía 

infracciones ("vivir fuera de cualquier ley, norma y norma humana de 

conducta"; "[a]l que no se aplican las leyes, los impuestos y tasas son 

conceptos incomprensibles"; y "[a]l que los robos y el robo se han convertido 

en un modo de vida, la infracción de la ley – una norma de conducta"; 

"destructor de la estadidad y de las leyes"). Luego entrelazó acusaciones de 

abuso sistemático por parte de ellos del orden social y legal y de parasitismo 

social ("las facturas de electricidad, agua y seguros sociales y de salud han 

sido reemplazadas por la creencia de que solo tienen derechos, pero no 

deberes ni responsabilidades"; "dar a luz a hijos – un negocio rentable a 

expensas del Estado, cuidar a la siguiente generación – la educación de 

menores en mendicidade, prostitución, robo y tráfico de drogas"; "exigiendo 

el derecho al salario sin trabajar, exigiendo prestaciones por enfermedad sin 

estar enfermo, prestaciones por hijos para los niños que juegan con cerdos en 

la calle"; "nuestros compatriotas de piel oscura para creer ... que todos están 

obligados a alimentar, vestirles y darles tratamiento médico gratis"), y una 

condena moral superpuesta con deshumanización, tachando a los romaníes 

como "humanoides descarados, arrogantes y brutalizados", y a las gitaníes 

femeninas como "mujeres con instintos de perras callejeras". Pasó a una 
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dicotomía de nosotros contra ellos, describiendo el "mundo de los 

pensionistas pobres que, sin embargo, pagan sus facturas" como amenazante 

de extinción a manos de "ladrones y violadores brutalizados, borrachos hasta 

el punto de irreconocimiento tras recibir ayudas mensuales por hijos y 

sociales", atribuyó la supuesta amenaza romaní a una conspiración política al 

servicio de intereses extranjeros nefastos, y retrató a los romaníes como 

peones de un proyecto destinado a desestabilizar Bulgaria. 

85.  Por tanto, hay poco que diferencie el contenido del discurso del señor 

Simeonov del contenido de las declaraciones en cuestión en Budinova y 

Chaprazov (citado arriba, § 65). Asimismo, utilizó un lenguaje 

deliberadamente inflamatorio para retratar a los romaníes en Bulgaria como 

propensos al crimen y a la depravación, y el eje general de su mensaje era que 

son parásitos sociales inmorales que abusan de sus derechos, viven de la 

mayoría búlgara y someten a esa mayoría a violencia y crimen sistemáticos 

sin impedimentos. No hay duda de que esto equivalía a estereotipos 

extremamente negativos destinados a vilipendiar a los romaníes en Bulgaria 

y a avivar prejuicios y odio hacia ellos. 

86.  Es cierto que el señor Simeonov hizo tres salvedades de que solo 

hablaba de parte de la comunidad romaní (también hizo afirmaciones en ese 

sentido en los procedimientos posteriores – véase el párrafo 11 arriba). Sin 

embargo, eso no resta valor a la conclusión anterior. A lo largo de su discurso 

pasó de un subconjunto vagamente definido de esa comunidad ("una gran 

parte") a estereotipos extremos y etiquetas genéricas, y utilizó 

representaciones que no permitían excepciones claras ("nuestros 

compatriotas de piel oscura"). También debe enfatizarse en este contexto que 

las declaraciones del señor Simeonov, que señalaban la violación de la ley en 

una comunidad específica —los romaníes en Bulgaria— deben considerarse 

en su conjunto y en el contexto en el que se hicieron. A la luz de la forma y 

las circunstancias en que se hicieron esas declaraciones, es poco probable que 

el público general se detuviera a diseccionarlas y someterlas a un análisis 

textual detallado, sino que se podría esperar que quedara impresionado por su 

tono general y la impresión hostil que transmitían. 

(γ) Forma, contexto y alcance de las declaraciones, así como posición y estatus 

de su autor 

87.  Teniendo en cuenta el lugar donde habló el señor Simeonov —el 

estrado del Parlamento búlgaro— puede aceptarse que sus declaraciones 

llegaron a un amplio público y tuvieron una gran visibilidad. Además, su 

discurso fue pronunciado en nombre de todo su grupo parlamentario, lo que 

amplió su peso. Aunque se acepte que el discurso no formaba parte de una 

campaña sostenida contra los romaníes (contraste Budinova y Chaprazov, 

citado arriba, § 65), que no necesariamente resta impacto a su (comparar, 

mutatis mutandis, Nepominiachi y otros, citado arriba, §§ 60-62). 
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88.  Al pronunciar el discurso, el señor Simeonov era una figura muy 

conocida en la sociedad búlgara y presidente de un partido político entonces 

en ascenso, que poco después se convirtió en viceprimer ministro (véanse los 

párrafos5-7 arriba, y comparar Budinova y Chaprazov, § 67, y, mutatis 

mutandis, Nepominiachi y otros, § 61, ambos citados anteriormente). El grado 

de representatividade de las figuras nacionales —en contraposición a los 

políticos locales o particulares— necesariamente otorga más peso y autoridad 

a sus palabras. Con su posición en la sociedad, estos políticos tienen más 

probabilidades de influir en los votantes, o incluso de incitarlos, directa o 

indirectamente, a adoptar posturas y a realizar conductas que puedan resultar 

ilegales (véase Sanchez contra Francia [GC], nº 45581/15, §§ 187 y 201, 15 

de mayo de 2023, y Zhablyanov contra Bulgaria, nº 36658/18, § 125 En Fine, 

27 de junio de 2023). De hecho, el demandante presentó su denuncia contra 

el señor Simeonov cuando su carrera política estaba en auge (véase el párrafo 

10 arriba) y sus declaraciones ganaban así más notoriedad. 

(δ) Conclusión 

89.  En vista de la interacción de los factores anteriores, que en este caso 

apuntan en la misma dirección y se refuerzan mutuamente, puede aceptarse 

que las declaraciones impugnadas fueron capaces de tener un impacto 

suficiente en el sentido de identidad de los romaníes en Bulgaria y en sus 

sentimientos de autoestima y confianza en sí mismos como para haber 

alcanzado el nivel requerido para afectar la "vida privada" del solicitante 

(comparar Budinova y Chaprazov, citado arriba, § 68). Por tanto, es aplicable 

el artículo 8 de la Convención. 

90.  Dado que los hechos del presente caso entran dentro del ámbito del 

artículo 8, también es aplicable el artículo 14 (véase Budinova y Chaprazov, 

§ 69, y Behar y Gutman, § 74, ambos citados anteriormente). 

91.  De ello se deduce que la queja es compatible ratione materiae con las 

disposiciones de la Convención. 

3. Conclusión respecto a la admisibilidad de la demanda 

92.  Ya se determinó que el solicitante tiene estatus de víctima y que su 

denuncia es compatible ratione materiae con las disposiciones de la 

Convención. No se puede decir que la demanda sea manifiestamente 

infundada o inadmisible por ningún otro motivo. Por tanto, debe declararse 

admisible. 

B. Méritos 

1. Las alegaciones de las partes y del tercero interveniente 

93.  El demandante argumentó que la sentencia del Tribunal Supremo 

Administrativo había incumplido las obligaciones positivas de Bulgaria en 
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virtud de los artículos 8 y 14. Había demostrado un claro prejuicio y había 

mantenido reflexiones cargadas de emoción sobre el enfoque adoptado por la 

Comisión para la Protección contra la Discriminación, en particular que la 

Comisión había sido culpable de "moralización agresiva". La opinión del 

tribunal de que ninguna forma de expresión podía ser restringida llevó a la 

negación de cualquier protección legal contra el discurso de odio dirigido a 

grupos minoritarios. Había alterado el equilibrio democrático y socavado sus 

valores fundamentales, como la tolerancia, bajo el pretexto de una protección 

ilimitada de la libertad de expresión. No podía conciliarse con la protección 

del derecho al respeto de la "vida privada" en el artículo 8, y no reflejaba un 

equilibrio adecuado entre los diversos derechos implicados. 

94.  El Gobierno señaló que la integración de los romaníes había sido un 

problema serio en Bulgaria y un tema constante de debate durante las últimas 

décadas. Durante ese tiempo, esa comunidad se había aislado, con la 

consiguiente creación de guetos en algunos pueblos y aldeas, que se habían 

convertido en zonas marcadas por la pobreza, el desempleo, la delincuencia 

y bajos niveles de servicios comunitarios e higiene pública. Los romaníes 

también habían experimentado dificultades para integrarse en la vida social y 

económica. La concentración de personas del contingente criminal en esas 

zonas había provocado incidentes aislados, que a su vez habían provocado 

descontento público y provocado tensiones étnicas. Las declaraciones del 

señor Simeonov debían verse en ese contexto y como parte del debate público 

sobre esos temas. 

95.  El Gobierno continuó argumentando que el caso se refería a dos 

derechos contrapuestos de la Convención – el derecho a la libertad de 

expresión según el Artículo 10 y el derecho al respeto de la vida privada bajo 

el Artículo 8 – y que, por tanto, requería un ejercicio de equilibrio. En ese 

sentido, señalaron que el Tribunal Supremo Administrativo había concluido 

que las declaraciones del Sr. Simeonov no constituían acoso ni habían tenido 

un destinatario específico, y que la Comisión para la Protección contra la 

Discriminación ya había concluido que dichas declaraciones no constituían 

incitación a la discriminación. Tampoco podían considerarse discursos de 

odio. Era cierto que contenían comparaciones y etiquetas que podían 

considerarse insultantes, pero había que reconocer que incluían un elemento 

de exageración, ya que el señor Simeonov había intentado llamar la atención. 

Aunque sus discursos habían sido duros, sus declaraciones eran la expresión 

de un mensaje político. Había hablado en su calidad de político sobre asuntos 

de interés público, y el discurso en el Parlamento gozaba de un alto nivel de 

protección. Sus declaraciones no se habían hecho en un contexto político o 

social tenso que justificara una interferencia en sus derechos bajo el Artículo 

10; ni habían sido capaces de provocar consecuencias perjudiciales. Los 

tribunales búlgaros habían acertado al concluir que no pretendían transmitir 

opiniones negativas sobre todos los romaníes, sino criticar a las autoridades 

y a un partido político por problemas en un segmento de la comunidad romaní 
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con los que el solicitante no podía estar asociado. Por tanto, no se había 

incumplido ninguna obligación positiva de Bulgaria bajo los artículos 8 y 14 

respecto al solicitante. 

96.  El tercero interveniente, el Centro Europeo de Derechos Romaníes, 

alegó que, al tratar estos casos, las autoridades nacionales tenían el deber, 

según los artículos 8 y 14, de identificar y nombrar estereotipos comunes en 

el antigitano y de proteger a los romaníes de figuras públicas que difundieran 

tales estereotipos, mediante medidas penales o sanciones civiles y 

administrativas, según corresponda. 

2. La valoración del Tribunal 

(a) Principios generales 

97.  Los principios relevantes se establecieron, con referencia a numerosas 

autoridades anteriores, en Budinova y Chaprazov (citado arriba, §§ 87-91) y 

Behar y Gutman (citado arriba, §§ 98-102). 

(b) Aplicación de esos principios 

98.  En el presente caso, el Tribunal Supremo Administrativo de Bulgaria 

se negó a aceptar que las declaraciones del Sr. Simeonov hubieran afectado 

al solicitante, considerando que solo las consecuencias reales y observables 

de dichas declaraciones en la situación jurídica inmediata del solicitante 

podían demostrar tal impacto (véase los párrafos34-35 arriba, y comparar, 

mutatis mutandis, Minasyan y otros contra Armenia, nº 59180/15, § 70, 7 de 

enero de 2025). Por tanto, no tuvo en cuenta la necesidad de garantizar el 

"respeto" por la "vida privada" del solicitante según el artículo 8 del 

Convenio, y en consecuencia ni siquiera llegó a la fase de realizar un ejercicio 

de equilibrio entre los dos derechos contrapuestos del Convenio en cuestión 

en el caso: el del solicitante según el artículo 8 y el del Sr. Simeonov bajo el 

artículo 10 (comparar Nepominiachi y otros, citado arriba, § 84). 

99.  En la medida en que el Tribunal Supremo Administrativo abordó la 

cuestión de si las declaraciones del Sr. Simeonov debían protegerse como 

ejercicio de su derecho a la libertad de expresión (véanse los párrafos 36-37 

arriba), no evaluó adecuadamente esas afirmaciones. 

100.  El tribunal consideró las declaraciones como una expresión 

vehemente pero aceptable de una opinión sobre un asunto de interés público 

(véase el párrafo36 arriba). Sin embargo, esto ignoraba el punto de que, 

aunque una declaración puede tocar un asunto de interés público —como las 

relaciones entre grupos étnicos en un país—, al mismo tiempo puede 

promover o justificar el odio y la intolerancia hacia uno de esos grupos, y por 

tanto merecer una protección muy limitada o incluso nula bajo el Artículo 10 

de la Convención (véase Budinova y Chaprazov, citado arriba, § 93). Existe 

una diferencia entre una crítica feroz a un oponente político, una política 
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oficial o un fenómeno social, incluso cuando se expresa en un lenguaje 

intempestivo y profano, y la vilipendiación de todo un grupo étnico o social. 

101.  En vista del contenido del discurso del señor Simeonov, analizado 

en los párrafos 84-86 arriba, sus declaraciones en relación con los romaníes 

iban más allá de ser una parte legítima, aunque directa, de un debate público 

sobre relaciones étnicas, crimen y política en Bulgaria, aunque se reconoce 

que incluían un elemento de exageración calculado para llamar la atención. 

Como se señala en el párrafo85 En Fine arriba, equivalían a estereotipos 

extremamente negativos destinados a vilipendiar a los romaníes en Bulgaria 

y a avivar prejuicios y odio hacia ellos. Al atribuir un peso considerable a la 

libertad de expresión del Sr. Simeonov en relación con esas declaraciones, y 

al negarse a reconocer su efecto sobre el solicitante como romaní residente 

en Bulgaria, el Tribunal Supremo Administrativo no llevó a cabo el ejercicio 

de equilibrio requerido conforme a los criterios establecidos en la 

jurisprudencia del Tribunal. 

102.  Es cierto que, como se indica en Handyside contra el Reino Unido 

(7 de diciembre de 1976, § 49, Serie A nº 24), y repetido muchas veces desde 

entonces en la jurisprudencia del Tribunal (véase, más recientemente, 

Ucrania y los Países Bajos contra Rusia [GC], n.º 8019/16 y otros 3, § 1339, 

9 de julio de 2025), el artículo 10 protege no solo la "información" y "ideas" 

que sean recibidas favorablemente o se consideren inofensivas o de 

indiferencia, sino también aquellas que ofenden, conmocionan o perturban. 

Sin embargo, como se señaló en esa misma sentencia (véase Handyside, 

citado arriba, § 49), esto está sujeto al segundo párrafo del artículo 10, bajo 

los términos expresos del cual el ejercicio del derecho a la libertad de 

expresión puede estar "sujeto a ... formalidades, condiciones, restricciones o 

sanciones" que son "necesarias en una sociedad democrática ... para la 

protección de la ... derechos de los demás". Tales "formalidades, condiciones, 

restricciones o sanciones" casi siempre se han considerado justificadas bajo 

el Artículo 10 § 2, leído a la luz de los Artículos 14 y 17, en relación con 

declaraciones generalizadas – en particular de políticos conocidos – que 

atacan o proyectan de forma negativa a grupos étnicos, religiosos u otros 

grupos enteros (véanse los ejemplos citados en Budinova y Chaprazov, citado 

arriba, § 94). La expresión en asuntos de interés público, aunque sea 

controvertida y virulenta, merece una fuerte protección bajo el Artículo 10, 

pero solo con la condición de que no cruce la línea y se convierta en un 

llamado a la violencia, el odio o la intolerancia (véase Perinçek contra Suiza 

[GC], nº 27510/08, §§230-31, TEDH 2015 (extractos)). 

103.  También es cierto que el señor Simeonov habló en el Parlamento. 

Pero eso tampoco resta valor a la conclusión anterior. Aunque el derecho a la 

libertad de expresión de los miembros del parlamento normalmente goza de 

una mayor protección —la libertad de debate parlamentario es de importancia 

fundamental en una sociedad democrática—, ese derecho no es absoluto y su 

ejercicio conlleva, como se indica en el segundo párrafo del artículo 10, 
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"deberes y responsabilidades" (véase Karácsony y otros contra Hungría 

[GC], núms. 42461/13 y 44357/13, § 139, 17 de mayo de 2016, y Ikotity y 

otros contra Hungría, nº 50012/17, § 39, 5 de octubre de 2023). En particular, 

las declaraciones de los miembros del parlamento que están en desacuerdo 

con los valores democráticos del sistema de la Convención merecen poca o 

ninguna protección (véase Pastörs contra Alemania, nº 55225/14, § 47, 3 de 

octubre de 2019; Budinova y Chaprazov, citado anteriormente, § 90En Fine; 

Behar y Gutman, citado arriba, § 101 En Fine; y Zhablyanov, citado arriba, § 

125). Naturalmente, estos "deberes y responsabilidades" no excluyen la 

discusión de temas sensibles. No obstante, es crucial que los políticos, al 

expresarse en público, eviten comentarios que puedan fomentar el odio o la 

intolerancia. Como se señala en el párrafo 88 Por encima de eso, con su 

posición en la sociedad, los políticos —especialmente los nacionales— tienen 

más probabilidades de influir en los votantes, o incluso incitarlos, directa o 

indirectamente, a adoptar posiciones y a realizar conductas que puedan 

resultar ilegales. 

104.  También debe señalarse en este contexto que, aunque según el 

artículo 69 de la Constitución búlgara los miembros del parlamento búlgaro 

no tienen responsabilidad penal por sus opiniones, en Bulgaria no existe – 

contrariamente a la posición de muchos otros Estados contratantes – 

inmunidad civil por declaraciones hechas en el Parlamento (véase los 

apartados44-45 arriba). Por tanto, el presente caso no plantea cuestiones 

como las que surgen en casos relacionados con la imposibilidad de obtener 

reparación respecto a declaraciones hechas en el Parlamento debido al 

privilegio parlamentario (véase, por ejemplo, Zollmann contra el Reino 

Unido (dec.), nº 62902/00, CEDH 2003-XII, y Green contra el Reino Unido, 

nº 22077/19, § 46, 8 de abril de 2025). 

105.  En resumen, en este caso concreto, los procedimientos bajo la Ley 

de Protección contra la Discriminación de 2003 no lograron garantizar el 

cumplimiento de la obligación positiva de Bulgaria bajo el artículo 8, tomada 

en conjunto con el artículo 14 de la Convención, de permitir al solicitante 

obtener reparación respecto a las declaraciones del Sr. Simeonov. No se ha 

sugerido que otra vía legal disponible en Bulgaria hubiera permitido tal 

cumplimiento. 

106.  Por tanto, se ha producido una violación del Artículo 8 en conjunto 

con el Artículo 14 del Convenio. 

II. APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 41 DE LA CONVENCIÓN 

107.  El artículo 41 de la Convención establece: 

"Si el Tribunal determina que ha habido una violación del Convenio o de los 

Protocolos correspondientes, y si el derecho interno de la Alta Parte Contratante en 

cuestión solo permite realizar una reparación parcial, el Tribunal, si es necesario, 

otorgará la justa satisfacción a la parte perjudicada." 
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A. Daños 

108.  El demandante reclamó una cantidad no especificada de 

compensación por daños no pecuniarios, lo que invitó al Tribunal a dictar un 

laudo en base equitativa. 

109.  El Gobierno consideró que la constatación de una infracción 

constituiría una justa satisfacción suficiente para cualquier daño no 

pecuniario sufrido por el demandante. En ese sentido, señalaron que no había 

solicitado ninguna indemnización a nivel nacional ni aclarado el carácter del 

daño que supuestamente había sufrido. 

110.  El Tribunal considera que la constatación de una violación del 

artículo 8 tomada junto con el artículo 14 del Convenio proporciona una justa 

satisfacción suficiente por cualquier daño no pecuniario sufrido por el 

solicitante debido a que el Tribunal Supremo Administrativo le negó 

reparación respecto a las declaraciones del señor Simeonov (véase Budinova 

y Chaprazov, §103, y Behar y Gutman, § 114, ambos citados anteriormente). 

B. Costes y gastos 

1. La afirmación del solicitante y los comentarios del Gobierno al 

respecto 

111.  El solicitante solicitó el reembolso de (a) 2.160 euros (EUR) 

incurridos en honorarios por 24 horas de trabajo por parte de su abogado en 

el procedimiento ante el Tribunal, a una tarifa de 90 EUR por hora, más (b) 

900 EUR incurrieron en la traducción de sus obras al inglés. Pidió que 

cualquier indemnización bajo este título fuera pagada a su abogado. 

112.  En apoyo de esas afirmaciones, el solicitante presentó: 

(a) un contrato de anticipación bajo cuyos términos se debían pagar los 

honorarios de su abogado cuando la sentencia del Tribunal en el caso fuera 

definitiva; 

(b) una factura de 2.160 EUR en honorarios de abogado; 

(c) un informe y una hoja de horas que registran el trabajo del abogado en 

el caso en julio de 2018 y mayo de 2024, así como los costes de traducción 

que incurrió; y 

(d) un contrato entre el abogado y un traductor. 

113.  El Gobierno alegó que el número de horas supuestamente dedicadas 

por el abogado a trabajar en el caso y la tarifa por hora que había cobrado 

eran excesivas. En su opinión, el Tribunal debía guiarse en ese sentido por 

normas y prácticas nacionales. También impugnaron la reclamación respecto 

a los costes de traducción, alegando que no se había presentado ninguna orden 

de pago ni factura que la respaldara. Añadieron que el precio aparente por 

página era más alto que el habitual en Bulgaria en cuanto a traducciones de 

ese tipo. 
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2. La valoración del Tribunal 

114.  Se establece que los costes y gastos pueden ser concedidos en virtud 

del artículo 41 del Convenio si se demuestra que fueron incurridos de manera 

efectiva y necesaria y son razonables en cuanto a la quantidad. 

(a) Honorarios de abogados 

115.  El único punto de controversia respecto a los honorarios del abogado 

reclamados por el solicitante era si eran razonables en cuanto a la cuantía. El 

Tribunal no está obligado a las escalas ni a los estándares nacionales en esa 

evaluación (véase, entre muchas otras autoridades, Budinova y Chaprazov, § 

108, y Behar y Gutman, § 120, ambos citados anteriormente). Considera que 

la tarifa por hora cobrada por el abogado del solicitante (90 EUR) es 

razonable. Por el contrario, el número de horas reclamadas es excesivo, dado 

que el caso ante el Tribunal implicaba la aplicación de principios 

jurisprudenciales ya establecidos. Por tanto, al solicitante se le concederán 

1.600 EUR bajo este epígrafo, más cualquier impuesto que pueda ser exigido 

a él. Como él solicitó, esa suma debe depositarse en la cuenta bancaria de su 

abogado, el Sr. A. Kashamov. 

(b) Costes de traducción 

116.  Los 900 EUR en costes de traducción por los que el solicitante 

solicitó el reembolso también son, en principio, recuperables bajo el artículo 

41 (véase, como autoridad reciente, Girginova contra Bulgaria, n.º 4326/18, 

§ 128, 4 de marzo de 2025). Nada sugiere que el abogado del solicitante no 

haya asumido realmente esos costes. Están cubiertos por el contrato de 

servicios de traducción entre él y el traductor (véase el párrafo 112 (d) arriba). 

El mero hecho de que no se hayan presentado documentos de pago no es 

decisivo, ya que en realidad se incurren en costes tanto si ya se han pagado 

como si aún deben (véase Merabishvili contra Georgia [GC], nº 72508/13, § 

371, 28 de noviembre de 2017). También se puede aceptar que esos costes 

fueron realmente incurridos por el solicitante. Es cierto que el contrato de 

anticipación entre él y su abogado no estipulaba que tuviera que cubrir los 

costes de traducción u otros gastos incurridos por el abogado en relación con 

los procedimientos ante el Tribunal. Sin embargo, el informe realizado por el 

abogado y aceptado por el solicitante (véase el párrafo112(c) anteriormente), 

también se referían a los costes de traducción. Por tanto, se puede aceptar que 

el solicitante está legalmente obligado a reembolsar a su abogado esos costes 

(comparar Girginova, citado arriba, § 128). 

117.  El Gobierno también cuestionó la razoabilidad de esos costes de 

traducción. A la luz del volumen de aportaciones presentadas en nombre del 

solicitante en comparación con casos recientes en los que las aportaciones 

fueron presentadas por el mismo abogado y traducidas al inglés por el mismo 

traductor (véase Borislav Tonchev contra Bulgaria, nº 40519/15, §§ 151, 152 
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(c), 16 de abril de 2024, y Girginova, citado arriba, §§ 121(b) y 122 (e)), el 

Tribunal considera apropiado conceder 500 EUR por ellos, más cualquier 

impuesto que pueda ser aplicable al solicitante. Como él solicitó, esa suma 

también debe depositarse directamente en la cuenta bancaria de su abogado, 

el Sr. A. Kashamov. 

POR ESTAS RAZONES, EL TRIBUNAL, UNÁNIMEMENTE, 

1. Declara la solicitud admisible; 

2. Sostiene que ha habido una violación del Artículo 8 tomada en conjunto 

con el Artículo 14 de la Convención; 

3. Sostiene que la constatación de una violación del artículo 8 tomada en 

conjunto con el artículo 14 del Convenio constituye una compensación 

justa suficiente por cualquier perjuicio no pecuniario sufrido por el 

demandante; 

4. Holds 

(a) que el Estado demandado debe pagar al solicitante, en un plazo de tres 

meses desde la fecha en que esta sentencia sea definitiva conforme al 

artículo 44 § 2 del Convenio, 2.100 EUR (dos mil cien euros), más 

cualquier impuesto que pueda ser imputable al solicitante, en materia 

de costes y gastos, que se deposite en la cuenta bancaria de su 

abogado; 

(b) que desde la expiración de los tres meses mencionados hasta la 

liquidación se deberán pagar intereses simples sobre la cantidad 

anterior a un tipo igual al tipo marginal de préstamo del Banco Central 

Europeo durante el periodo de impago más tres puntos porcentuales; 

5. Desestima el resto de la reclamación del solicitante por la justa 

satisfacción. 

Realizado en inglés y notificado por escrito el 12 de mayo de 2026, 

conforme a la Regla 77 §§ 2 y 3 del Reglamento del Tribunal. 

  

 Milan Blaško Ioannis Ktistakis 

 Registrador Presidente 


